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Política Pública de vivienda en Santa Fe. Análisis de un caso.
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“El territorio como lo define Pradilla (1997:50), en tanto soporte material de la sociedad, expresa la compleja totalidad del universo social, sus relaciones sociales. Es modelado y producido por la dinámica social, refleja sus cambios y las múltiples determinaciones económicas, políticas y culturales que en él tienen lugar”

El presente trabajo intenta abordar los siguientes objetivos: por un lado, observar los principales lineamientos teóricos a partir de los cuales se asumió la Política de Vivienda pública en Argentina,  una vez comenzado el proceso de descentralización de los años ´90. Esta observación implica, necesariamente, realizar un comentario sobre la implementación del Fondo Nacional de la Vivienda y su crisis como modelo de política pública. En el marco de este análisis, la segunda parte del trabajo aborda la cuestión de la vivienda pública en el municipio santafesino y en el contexto post-catástrofe hídrica.

La catástrofe, como variable contextual, tuvo consecuencias directas en la temática habitacional (tanto pública como privada); sin embargo, este trabajo centralizará su foco de interés en la red de relaciones que se ha ido construyendo para resolver la cuestión habitacional pública.

Es decir que lo que nos interesa es observar cuáles han sido los actores que aparecieron y  cómo y con quién o quiénes han ido construyendo la trama de relaciones en el escenario local. 

1-Introducción

Durante más de  veinte años el FONAVI
 (Fondo Nacional de la Vivienda) ha sido el modelo “único” de provisión de vivienda pública y de política que, de cierta manera, representó el paradigma del Estado Benefactor en el país. Introducido en un contexto relativamente favorable, en el cual era posible un balance entre políticas de apoyo a las empresas y medidas redistributivas, el modelo produjo grandes distorsiones en su aplicación. Desde el punto de vista institucional, el FONAVI ha significado un esquema altamente centralizado de gestión.

Con el advenimiento de las políticas de corte neoliberal (década del ´90 en Argentina) y en el marco de una situación de emergencia del sistema previsional, que obligó al Estado Nacional (a través del Ministerio de Economía) a suscribir con los Estados provinciales un acuerdo de reasignación de los impuestos coparticipables (entre los cuales estaba el FONAVI), se puso en marcha la descentralización de la estructura de la vivienda pública (con fuertes conflictos entre el Estado nacional y las provincias, fundamentalmente centrados en el aspecto de los recursos fiscales transferidos de un nivel de gobierno al otro). 

La descentralización del FONAVI forma parte del conjunto de programas que comenzaron a instrumentarse desde comienzos de los ´90 en el  marco del ajuste económico estructural. La aplicación extensiva de medidas de achique presupuestario ha marchado en paralelo con las estrategias de desregulación, privatización y descentralización, todas ellas con efectos importantes en el terreno económico, social e institucional.
Los cambios más importantes que sufrió la Política de Vivienda Pública con el advenimiento del Gobierno Justicialista, durante la presidencia de Menem, fueron principalmente:

· La reestructuración del Banco Hipotecario Nacional (que se transformó primero en Banco mayorista y luego en Sociedad Anónima.) y la promoción de un mercado de títulos inmobiliarios. Ambos  tienden a desarrollar el sector privado, dejando que el mercado atienda a los sectores sociales que tradicionalmente eran atendidos por el sector público y “que recibían subsidios indirectos vía plazos mayores y tasas menores a los vigentes en el mercado. De este modo se tiende a una progresiva focalización de los beneficiarios de las políticas públicas.” 
  
· La reestructuración del Fonavi, en un primer momento, con el cambio del origen de los recursos: luego la descentralización de la administración de los mismos y el establecimiento del Sistema Federal de Vivienda. “En este caso el cambio de origen de los recursos del Fonavi se inscribe en la búsqueda de la competitividad del sector privado ante la globalización y apertura de la economía, mediante la reducción de los costos laborales de las empresas”.

Pero, además de estos aspectos que podemos denominar “institucionales”, la reforma del FONAVI se asocia a los históricos reclamos de los movimientos populares y de todos aquellos sectores que vieron en él más una política de estímulo a las empresas contratistas de grandes obras públicas que una fórmula de suministro de vivienda social ( y pública) a bajo costo y con amplia cobertura social y geográfica. Para éstos, la descentralización reivindicada tiene que ver no tanto con un recambio del esquema institucional (si bien puede y tal vez debe implicarlo
) sino básicamente con una redefinición de la gestión habitacional, tendiente a una mayor cobertura social, una mejor adaptación de las ofertas a los variados tipos de requerimientos socio - habitacionales y a la participación de una más amplia gama de agentes económicos y sociales (empresas medianas y pequeñas,  cooperativas de trabajo, ONG, organizaciones comunitarias de base, Universidades, entre otros)
.

Las acciones en política habitacional en Argentina, de las cuales la ciudad de Santa Fe no se ha diferenciado (como en general la mayoría de las políticas sociales) se han caracterizado por:

· Ser parciales y fragmentarias, con enfoques voluntaristas e inorgánicos.

· Mostrar ausencia de un Plan que defina cuáles son las necesidades a satisfacer y su correspondencia con la población objeto.

· Escasa alimentación y retroalimentación desde la realidad hacia las políticas. Desfasaje con las demandas reales de la población.

· Existencia de Programas rígidos, orientados a solucionar por el lado de la oferta, con gran arrastre inercial, y con fuerte incidencia en las decisiones de los intereses económicos involucrados.

· Mantener un bajo nivel de participación y decisión de la población interesada respecto del tipo de soluciones que necesita.

· Baja productividad de la inversión. Altos niveles de gasto con escasa eficiencia. Magro nivel de recuperos y de reinversión.

· Marcada fragmentación institucional: varios organismos a nivel nacional realizan acciones no coordinadas, a lo que hay que sumarle descoordinaciones a niveles provinciales y municipales.
La temática de la vivienda pública integra la agenda de las cuestiones socialmente relevantes, y no debe concebírsela como una política social compensatoria, sino integrada con la política económica y las estrategias de desarrollo, y como un fuerte elemento dinamizador de la economía interna.

La visión de esta política  también está ligada a la concepción que subyace de vivienda y de la consideración que se haga de la misma y de su entorno. Al respecto, Oscar Yujnosvsky (1984;17) dice: “ La adopción del concepto mismo de vivienda depende de una determinada posición que condiciona los enfoques de investigación, sus resultados, las propuestas de política y las acciones emprendidas por los sectores privados o por el Estado en el campo de la vivienda”.

Para el autor, la vivienda es una configuración de servicios –los servicios habitacionales- que deben dar satisfacción a las necesidades humanas primordiales, pero estas necesidades varían en cada sociedad y grupo social y se definen en el devenir histórico. La producción de servicios habitacionales, así como la política de vivienda, tienen lugar en una sociedad determinada, con una cierta organización social y relaciones de poder. Esta postura, respecto a lo que se considera la vivienda y la política habitacional, combate aquellas nociones que la restringen a la unidad física individual o a la unidad edificio-lote de terreno, haciendo desaparecer la concepción de la vivienda como hábitat o medio ambiente y las relaciones sociales (y gubernamentales) que se construyen a su alrededor.

Es decir que la vivienda constituye parte de un todo más amplio e integra no sólo aspectos cuantitativos de su construcción (cantidad, tipo de materiales, entre otros), necesarios pero no únicos, sino que además incorpora la dimensión social. Este elemento social está compuesto por el sentido y la significancia que los seres humanos desarrollan en el hogar, en el  barrio y en la ciudad. De lo contrario, la vivienda sólo sería una construcción arquitectónica carente de “vida y sentido social.

En la ciudad de Santa Fe los actores no gubernamentales coinciden en que una política de vivienda no puede concebir a la misma como un ente aislado de su contexto. Desde CANOA se trabaja a la vivienda desde el planteo de los derechos, partiendo de la concepción de Hábitat como una trama de relaciones en dónde la gente desarrolla su vida. Para la Sin Techo la vivienda es hablar de hábitat y del campo de lo educativo, de la salud, se trabaja sobre el hábitat de los marginados. Para el CECOVI se piensa a la vivienda como la morada de la familia y eso se puede cristalizar en la tecnología o en el modo de realizarse.

2.a) -La política de vivienda en Argentina.

En Argentina, la promoción de un nuevo rol del Estado como facilitador de las acciones del sector privado --más que como productor directo de vivienda-- comenzó a instrumentarse hacia comienzos de la década de los noventa, mediante una sustancial reforma del sistema institucional y financiero de la vivienda, que implicó: 

a) la reestructuración del FONAVI (Fondo Nacional de la Vivienda) --en torno al cual se había estructurado la política de vivienda dirigida a los sectores de recursos insuficientes -- y la creación de un nuevo marco institucional y financiero para el sector: el Sistema Federal de la Vivienda. 

b) La reorganización del BHN (Banco Hipotecario Nacional) que se transformó, primero, en banco mayorista y luego en Sociedad Anónima privatizada.

c) La promoción del sector privado mediante la constitución de un mercado de títulos inmobiliarios a largo plazo a través de la titulización de hipotecas. 

La reforma del Fonavi se instrumentó a través de la Ley 24.464, (del 8/3/95) que creó un nuevo marco institucional y financiero para el sector de la vivienda: el Sistema Federal de la Vivienda que hoy rige.
 El nuevo sistema fue concebido como un "instrumento facilitador” de las condiciones necesarias para posibilitar a la población de recursos insuficientes, en forma rápida y eficiente, el acceso a la vivienda digna" (art.1). Esta reforma generó tres grandes cambios con respecto al modelo anterior: 

a) La descentralización de la masa de recursos que conforman el Fonavi hacia las provincias y ciudad de Buenos Aires, asignándoseles a dichos organismos facultades para determinar la programación de sus obras e inversiones, definir las características de las obras, oportunidad de su ejecución, seguimiento y control, y proceder a la adjudicación y administración de los recursos; también los autorizó a descentralizar la ejecución de las acciones a Municipios, Comunas y Entidades sin Fines de Lucro (Cooperativas, Mutuales, Organizaciones Gremiales y ONG). Esto significó una quita del poder que anteriormente disponía el organismo federal de la vivienda (la ex Secretaría de Vivienda de la Nación) el que previamente se encontraba facultado para ejercer las funciones que la ley encomendó a partir de su promulgación a los organismos provinciales y ciudad de Buenos Aires. 

b) La paulatina reorientación de los recursos, desde la producción de conjuntos masivos de viviendas al crédito individual para financiar la compra, construcción o mejoramiento de la vivienda. 

La Ley estableció metas para el gradual re direccionamiento de los fondos, desde la producción de viviendas nuevas al crédito individual para la adquisición de viviendas en el mercado. Determinó que cada jurisdicción debía incrementar un mínimo del 15% anual del fondo para financiar la demanda mediante préstamos para la compra, construcción o mejoramiento de la vivienda, durante los primeros tres años, llegando a un mínimo del 45% del fondo aplicado a esta modalidad una vez concluido el tercer año (Art. 3). Con esto se abrió la posibilidad de un cambio sustancial en la unívoca política de vivienda llave en mano, lo que afectaría los intereses de las empresas constructoras contratistas del Estado que se han beneficiado del antiguo modelo productor. 

c) El establecimiento de pautas para sanear deficiencias crónicas en el funcionamiento del Fonavi, cuestionado por problemas de ineficiencia y corrupción, y para mejorar el esquema financiero.

La ley determinó plazos para la escrituración de las viviendas adquiridas con créditos del Fonavi, contempló la posibilidad de afectar los recursos asignados a cada jurisdicción como garantía de préstamos a contraer, permitió flexibilizar las carteras hipotecarias para la obtención de recursos adicionales tanto en el país como en el exterior. Finalmente, la ley también estableció mecanismos de control y parámetros para asignar premios y castigos a la gestión de los gobiernos. El Fonavi se distribuye entre las jurisdicciones de acuerdo a coeficientes que cada dos años deben ser revisados por el Congreso de la Nación, "teniendo en cuenta la correcta utilización que se haga de los fondos, el nivel de recuperos, el nivel de inversión realizado específicamente en obra y la variación del déficit de acuerdo a cifras del INDEC y al dictamen del Consejo Nacional de la Vivienda" (Art.5). Con esto, se crearon condiciones favorables para mejorar los aspectos financieros del sistema y poner bajo control más estricto la gestión de los organismos ejecutores. 

Un rápido análisis de estos ejes permite advertir que el nuevo sistema creó las condiciones para una reasignación de roles y cuotas de protagonismo político y beneficios económicos entre los distintos actores, tanto públicos como privados, vinculados al sistema político, económico e institucional de la vivienda. Lo que la ley no modificó es el carácter de fondo específico del Fonavi, a la vez que continuó asegurando una masa considerable de recursos destinada a su conformación. 

Como consecuencia del mayor poder otorgado a las provincias (descentralización de los recursos financieros y poder político de aplicación de la nueva ley), la profundidad y el alcance de los cambios impulsados por la nueva normativa en dirección a un rol facilitador del Estado, pasaron a depender, en buena medida, de la voluntad política de sus gobiernos, de la fuerza de sus alianzas y compromisos con las empresas constructoras y clientelas políticas, de la vocación de trabajo con ONG y organizaciones de base. 

La política de vivienda ha estado atravesada por una serie de conflictos (vigentes e irresueltos hacia final de la década), cuyos principales ejes fueron: 

a) El espacio que se pretendió asignar a la política de vivienda en el contexto del ajuste fiscal y b) el rol que intentaron asumir los distintos actores vinculados al sistema frente a los cambios introducidos. 

La creación del nuevo sistema de la vivienda generó tres grandes cambios con respecto al anterior modelo: a) La descentralización de la masa de recursos que conforman el Fonavi hacia las provincias y ciudad de Buenos Aires, asignándoseles a dichos organismos las facultades que antes disponía el organismo nacional. b) La paulatina reorientación de los recursos, desde la producción de conjuntos masivos de viviendas al crédito individual para financiar la compra, construcción o mejoramiento de la vivienda. c) El establecimiento de pautas para eliminar los vicios del viejo sistema del Fonavi, entre ellos, menor poder a la “patria contratista” y mayor poder a los usuarios. 

El mejor desempeño global del Fonavi ocultó fuertes diferencias entre jurisdicciones que merecerían estudiarse a fondo. Por de pronto, menos de la mitad de las provincias han mejorado la relación entre los recursos recibidos y la cantidad de soluciones producidas. Además predominó la construcción de vivienda nueva vía empresa en detrimento de otras operatorias (créditos individuales para compra o refacción u operatorias de mejoramiento de viviendas deficitarias que representan un tercio del déficit). Esto significa que no se produjo en una escala deseable la esperada diversificación en las operatorias habitacionales. Tampoco una mayor descentralización hacia municipios ni una convocatoria a la participación más protagónica de otros actores sociales (cooperativas, ONG, otras organizaciones de usuarios). 

Los cambios introducidos en el sistema significaron una reasignación de roles y cuotas de protagonismo político y beneficios económicos entre los distintos actores públicos y privados, lo que generó dos tipos de conflictos. 

Uno de los conflictos más evidentes se planteó entre la Secretaría de Desarrollo Social (de la que depende la Secretaria de Vivienda) y las provincias. Se expresó en: a) los intentos de dicha Secretaria de modificación del Sistema Federal de la vivienda con la intención de garantizar y profundizar los principios fundamentales de la reforma pero también de reforzar su espacio de poder, y b) la resistencia ejercida por los organismos ejecutores. La modificación no había prosperado, por lo menos hasta fines de los 90s. 

El otro conflicto se planteó entre el Ministerio de Economía y el resto de los actores que participan en el sector de la vivienda. El eje del conflicto pasó por definir si la vivienda debía seguir siendo responsabilidad del Estado o no. Dicho de otro modo, si el Estado debía continuar manteniendo un fondo de vivienda de la envergadura del Fonavi en un marco de ajustes fiscales. 

2-b) -Las Políticas Habitacionales en el ámbito de lo local-municipal. Una mirada en Santa Fe.
El nuevo paradigma, que tiene como estandarte la “lucha contra la pobreza” y como fin la gobernabilidad urbana, se basa en programas cuyo formato preferencial es el mejoramiento de barrios. Entre estas influencias –que son efectivas pues el financiamiento externo viene para esos fines- y las anteriores políticas nacionales deshilachadas y en agonía (en el caso de Argentina-Santa Fe), no cabe duda de que la problemática del hábitat se resolverá principalmente en la esfera local. Los gobiernos locales tienen, por la fuerza de la realidad,  que definir estrategias y cursos de acción sobre la cuestión, quedando claro que las políticas urbanas y las políticas sociales (a escala local) pasan a ser relevantes.

Sin embargo, el emprendimiento desde lo local o desde lo municipal de la problemática del hábitat, entra en constantes contradicciones ya que, por un lado surge como espacio más cercano a las demandas pero, por otro, debe enfrentarse a las dificultades de gestión, coordinación y de recursos humanos - financieros, que dificultan la puesta en marcha de proyectos participativos  de la vivienda pública (argumento discursivo generalmente presentado desde el nivel gubernamental). Para ello se requiere la articulación de programas habitacionales con otros programas sociales, haciendo efectiva la posfocalización, superando la vieja concepción viviendista y articulando el problema de un modo más integral.

El municipio de Santa Fe puso en marcha, hacia fines de la década del 90, el Instituto Municipal de la Vivienda, cuyas funciones principales - según la Ordenanza Nº 10.382- deben ser: 

· Entender en el diseño, desarrollo y ejecución de políticas, programas y planes de vivienda, priorizando como beneficiarios a aquellos sectores que no puedan acceder a la vivienda por sus propios medios.

· Gestionar programas ante organismos provinciales, nacionales e internacionales que permitan obtener financiación legítima para la implementación de políticas de suelo y vivienda. 

· Intensificar los programas de saneamiento, alojamiento, regularización de tenencia y propiedad dirigidos a los sectores y áreas de precariedad de la ciudad.

· Ampliar los recursos disponibles para el financiamiento de viviendas mediante una combinación de inversiones de origen público y privado.

· Promover la erradicación de asentamientos irregulares, en aquellos sectores o áreas que resulte prioritario liberar en función del interés público y que tenga como objetivo su definitiva incorporación al tejido de la ciudad garantizando reales condiciones de urbanidad. 

· Relocalizar a las familias erradicadas en condiciones de organizaciones superiores a la anterior situación de vida. 

· Implementar programas destinados a resolver situaciones de emergencia que requieran de acciones de carácter urgente para mitigar desastres naturales, artificiales, eventuales situaciones de anormalidad poblacional, inundaciones. 

Todas las demandas que se presentan al Instituto Municipal de la vivienda, deben ser clasificadas de acuerdo a la pertenencia a los distintos barrios de la ciudad de Santa Fe, para poder concretar acciones a un nivel barrial y comunitario coordinando el trabajo con las instituciones, ya sean del Estado (primer sector),  privados (segundo sector) u ONG (tercer sector), para producir procesos  participativos en el ámbito del mejoramiento de la habitacional de la ciudad.

La multiplicidad de funciones que se ha fijado el Instituto permite observar que el Municipio santafesino reconoce la capacidad de operar como una instancia nueva o distintas de las que hasta el momento se vienen aplicando en las políticas habitacionales (éstas operan principalmente entre el gobierno nacional y el gobierno provincial). Ello también abre el interrogante respecto de la capacidad, intención y decisión que tiene la instancia local - municipal para coordinar con otros actores, gubernamentales o no,   que trabajan  esta temática y las posibles articulaciones con otras organizaciones de la sociedad, de modo tal de evitar reproducir errores del pasado, reducir costos sociales y/o económicos y poner en marcha el trabajo articulado, de acuerdo con lo mencionado en sus objetivos. 

La política de Vivienda pública santafesina integra una amplia red de relaciones interactorales y de relaciones intergubernamentales (Rigs
) entre las cuales pueden presentarse instancias de confrontación y/o compatiblización de intereses, propósitos y recursos, de acuerdo con los objetivos perseguidos y la distribución de poder en el sistema.

3-a)-Las Relaciones Intergubernamentales, sus aspectos teórico – conceptuales.
La definición de relaciones intergubernamentales (en adelante las llamaremos RIGs) más difundida refiere a “un cuerpo importante de actividades o interacciones que ocurren entre las unidades gubernamentales de todas clases y niveles del sistema federal (de los Estados Unidos).

Este concepto se origina en Estados Unidos durante la década del ´30,  razón por la cual la definición vertida alude al sistema federal estadounidense. Pero con la llegada del New Deal y desde allí hasta la actualidad, tanto la investigación como la práctica de las RIGs han estado motivadas por la preocupación en la prestación eficaz de servicios públicos a grupos particulares de la sociedad o a toda la ciudadanía, excediendo de esta manera la noción de federalismo.

Desde sus inicios el concepto ha estado vinculado con las políticas, y por lo tanto, como señala D. Wright, no debe entendérselo como un mero sustituto de federalismo, ya que trasciende las relaciones entre nación y estados, así como los aspectos meramente legales y las relaciones jerárquicas, implicando además un enfoque empírico y orientado a los resultados de políticas públicas.

Uno de los rasgos distintivos más importantes de las RIGs que señala D. Wright es que las mismas trascienden las pautas de actuación gubernamental constitucionalmente reconocidas e incluyen una amplia variedad de relaciones entre el nivel nacional y el local, y/o entre las distintas unidades de gobierno local. Es decir, abarca todas las combinaciones de relaciones entre las unidades de gobierno, sea en sistemas federales o unitarios. De todas maneras, el concepto de RIGs trasciende los enfoques constitucional-legales, tiene una orientación no jurídica y contempla una amplia variedad de organizaciones, conductas y pautas que son enriquecedoras para el análisis de este trabajo.

J. Méndez señala que el concepto de RIGs reconoce dos dimensiones básicas: “En primer  lugar, hace referencia a relaciones que se establecen entre distintas instancias u órdenes territoriales de gobierno. Al hablar de “gobierno” se entiende que involucran entidades políticas con cierta autonomía. Por lo tanto, dichas relaciones no son esencial o necesariamente jerárquicas, aún cuando puedan ser asimétricas. Por ejemplo las relaciones entre la instancia nacional y la subnacional (v.g. un estado), entre éste  y la instancia local (v.g. un municipio) o entre la primera y la última. La segunda dimensión se refiere a que las relaciones no sólo se dan entre órdenes distintos de gobierno sino también entre entidades gubernamentales al mismo nivel territorial (estado-estado; municipio-municipio, etc.). El concepto se refiere entonces a relaciones o incluso asociaciones que involucran a entidades subnacionales, locales, etc.

Las RIGs han sido usualmente estudiadas en su dimensión “vertical” (relaciones central – local), y particularmente arraigadas al campo de las relaciones financieras. En el núcleo de las políticas de las RIGs están los problemas fiscales; estos constituyen asuntos en los que rápidamente convergen, por lo general con gran fuerza, presiones políticas, económicas e ideológicas; la política, la ideología, la economía y la administración se combinan para colocar a las finanzas en el centro de las RIGs (Wright, 1988:85-86). No obstante, como señala Agranoff si bien la relación fiscal es fundamental, las cuestiones relativas a qué nivel de gobierno se ocupa de la captación de los recursos financieros y de su gasto, cuál realiza el mayor porcentaje de gasto y quien controla las decisiones relativas a la financiación de los programas, resultan básicas en la consideración de la actuación pública (Agranoff, 1997:132 y ss).

Un enfoque que está adquiriendo creciente relevancia es la participación a nivel de la implementación en redes horizontales para contribuir a llevar a cabo programas y lograr propósitos comunes, dimensión que se caracterizará como “horizontal”. Se plantean las redes intergubernamentales como mecanismos para gestionar la naturaleza altamente interdependiente del proceso de las políticas públicas (Parri, 1990), y en particular la cooperación horizontal constituye uno de los mecanismos relevantes de la gestión intergubernamental. 

Por su parte Jacint Jordana (2001) indica que por relaciones intergubernamentales, se entiende el establecimiento de sistemas de conexión entre los distintos niveles de gobierno, tengan o no tengan estos sistemas un carácter institucionalizado. Al respecto el autor identifica tres niveles de conexión, progresivamente más intensos: sistemas de comunicación, sistemas de coordinación y sistemas de toma conjunta de decisiones. No todos los niveles tienen que estar presentes en las relaciones intergubernamentales de un país. Incluso su intensidad puede variar según las características de la política, la distribución de responsabilidades existente, y también según la dinámica de las instituciones políticas propias de cada caso. Por tanto, un amplio abanico de posibilidades queda abierto, y posiblemente no exista ninguna solución perfecta, sino tipos distintos de combinaciones que se ajustan mejor o peor al las características de la descentralización existente en un país. 

3-b) Las relaciones intergubernamentales en la descentralización de las políticas sociales.

La consolidación de la democracia en América Latina a lo largo de los años noventa estuvo acompañada, por primera vez en su historia, por una intensa oleada de procesos de descentralización, tanto política, como administrativa. Es interesante examinar las implicaciones de un proceso de descentralización sobre las distintas políticas públicas. En primer lugar, debemos señalar que las políticas públicas de carácter distributivo – donde se encuentra en buena parte el gran bloque de las políticas sociales – son las que los gobiernos descentralizan con más frecuencia, tanto a nivel local como intermedio. Los motivos son diversos, pero podemos apuntar un motivo de naturaleza teórico, consistente en la facilidad de estas políticas, cuando se descentralizan, para generar mejoras de bienestar social. Se supone por tanto, que su provisión fragmentada territorialmente produce un mejor ajuste con las preferencias de los ciudadanos. Otros motivos se encuentran más relacionados con el traspaso de los ajustes del gasto público a otros niveles de gobierno, o con procesos políticos específicos.

Frente a las fuertes tradiciones centralistas de los estados latinoamericanos, la transferencia de responsabilidades a múltiples niveles de gobierno hizo aflorar, aunque de forma bastante limitada inicialmente, un nuevo tejido de relaciones económicas, políticas y administrativas entre los distintos niveles de gobierno presentes en cada país. Este tipo de relaciones se denominan relaciones intergubernamentales en la literatura comparada. En América Latina su estudio se encuentra todavía poco desarrollado (Méndez, 1997; Jordana, 2001), debido al reciente desarrollo de sus procesos de descentralización.

Al aumentar progresivamente los procesos de descentralización en numerosos países de América Latina durante la década de los noventa, especialmente en el ámbito de las políticas sociales, las relaciones intergubernamentales no han experimentado un desarrollo paralelo. Este problema ha sido bastante frecuente en los temas sociales y en la organización de las trasferencias de recursos entre distintos niveles de gobierno en numerosos procesos de descentralización en la región. 

3-c) Relaciones Intergubernamentales e interactorales en el escenario santafesino.

¿Por qué deberían interesarnos las relaciones intergubernamentales e interactorales en las políticas públicas de  la ciudad?

Si avanzamos en el estudio de las RIG´s y de las relaciones interactorales, la catástrofe hídrica ocurrida en la ciudad de Santa Fe el 29 de abril del año 2003 no puede permanecer como un hecho ajeno a la cuestión de la vivienda local.  Una vez que el agua descendió, la vivienda (no sólo pública) se transformó en uno de los temas de mayor interés tanto para los afectados, el Gobierno, Organismos Internacionales como para otras organizaciones no gubernamentales. El escenario (crítico) aparece entonces como  “oportuno” para la construcción de relaciones de cooperación y/o coordinación en el marco de  políticas públicas específicas.

La explosión de necesidades son múltiples,  abarcan desde carencias vinculadas a  aspectos materiales de la vivienda (esto es: cantidad afectada, tipo, materiales requeridos, terrenos no inundables) hasta carencias que pueden medirse de manera  cualitativa (como por ejemplo: existencia de espacios de concertación política, construcción del debate público, modo en que ésta se desarrolla).

Para esta  etapa del trabajo  el relato del caso se conforma principalmente del tratamiento periodístico
 de la temática y de las entrevistas realizadas.

Interesa observar los Sectores Institucionales que aparecen y los  Actores que lo conforman, con el objeto de tener una primera aproximación de la conformación de la red de actores tanto en las RIG´s como en las Relaciones Interactorales.

En la Tabla Nº 1 se ordenan los actores involucrados en este período con el fin de lograr una adecuada clasificación de los mismos y observar si existen vinculaciones entre ellos.

Tabla Nº 1: Categorías del  Sector Institucional 

	Tipo de Relación
	Código
	Sector Institucional
	Actor 

	RIG´s


	SG


	Sector Gobierno
	Comprende las organizaciones estatales, cualquiera sea su nivel jurisdiccional político – territorial (Nación, Provincia o Municipios) o rol según la distribución funcional horizontal del poder (ejecutivo, legislativo o judicial) y sea que su acceso a los mismos se dé a través de elecciones (Gobernadores, Cámaras de Diputados y senadores provinciales y nacionales, Ejecutivo Municipal, Concejo Deliberantes) o por asignación (Ministerios, Secretarías, Subsecretarías, Poder Judicial).

	Relaciones Interactorales (RIA´s)
	SE
	Sector Empresarial
	Organizaciones Privadas de carácter empresarial Ejemplo: Bolsa de Comercio, Centro Comercial.

	
	SP
	Sector Profesional
	Colegio de Profesionales y/o entidades que agrupan a profesionales.

	
	SA
	Sector Académico
	Universidades Públicas y Privadas. Centros de Investigación.

	
	SS
	Sector Sindical
	Gremios y/o Sindicatos.

	
	SC
	Sector Comunitario
	Iglesias, Clubes. 

	
	SNG
	Sector No Gubernamental
	Organizaciones No Gubernamentales.

	
	SI
	Sector Internacional
	· Org. Inter. de Ayuda Solidaria,  Org. Internacionales de  financiamiento.

· Estados Nacionales. 

	
	SV


	Sector Vecinal
	Ciudadanos afectados (directa y/o indirectamente) en su vivienda por las inundaciones.

	
	SIP
	Sector Medios de Comunicación
	Prensa escrita. Aclaración: 


Nota: Los Actores de los SI mencionados pueden pertenecer al ámbito local, provincial, nacional o internacional.  Ver en anexo los actores específicos que conforman cada Sector Institucional.

De este modo se identifican diez (10) SI que dan cuenta de sus relaciones con la temática de la vivienda pública en la ciudad de Santa Fe.

Los actores que aparecen en el relato periodístico ponen de manifiesto distintas formas y tipos de relaciones (Consensuadas-Conflictivas, de Cooperación o de Polarización), de ya sea de modo individual o en forma conjunta con otros actores. 

En la Tabla Nº 2 se muestra, en porcentaje y de forma descendente,  la cantidad de apariciones de los actores en la prensa escrita. El criterio que se siguió para incorporar al actor fue el interés del mismo respecto de la problemática trabajada.

Tabla Nº 2: Porcentaje de aparición de los Actores de la Red, según el SI,  en la prensa escrita de la ciudad de Santa Fe (N=66). Notas periodísticas correspondiente a los meses de Enero 2003 – 15 de Marzo 2004 Diario El Litoral).

	SI 
	Porcentaje

	1. SI Gobierno (Poder Ejecutivo Municipal) 
	19,7

	2. SI Académico
	15,2

	3. SI Gobierno (Provincial)
	12,1

	4. SI No Gubernamental
	7,6

	5. SI Internacional  (Organismos Internacionales de ayuda solidaria)
	6,1

	6. SI Profesional
	4,5

	7. SI Gobierno (Prov.) y SI Internacional (Org Internacionales de ayuda solidaria)
	4,5

	8. SI Comunitario y SI Académico
	4,5

	9. SI Gobierno (Nacional)
	3.3

	10. SI Comunitario
	3

	11. SI Vecinal
	3

	12. SI Gobierno (Provincial y  Municipal)
	3

	13. SI Vecinal, SI Gobierno y SI No Gubernamental
	3

	14. SI Gobierno (Prov., Municipal.) y  SI profesional
	1,5

	15. SI  Empresario, SI Gobierno (Prov. y Municipal.)
	1,5

	16. SI Gobierno (Prov. ) y SI No Gubernamental
	1,5

	17. SI Gobierno (Prov., Munich.)  y No Gubernamental
	1,5

	18. SI Internacional (Org. Inter. Solidaria)  y SI Académico
	1,5

	19. SI Vecinal-SI Gobierno-SI No Gub.-SI Internacional (Ayuda solidaria)  y SI Académico. 
	1,5

	20.  SI Gobierno (Prov.) –y SI Sindical 
	1,5

	Total
	100


De la  Tabla Nº 2 surgen  las siguientes observaciones:
1. Las apariciones adoptan dos modalidades:
a)  Sector Institucional actuando de manera autónoma:

Aparición de un solo actor de un SI ó de varios actores de un mismo SI.

b)  Sectores Institucionales interactuando 

En términos generales, el SI Gobierno (como sector autónomo) es el que tiene mayor frecuencia de aparición con un 38,1 % (Suma de las filas 1, 3, 9 y 12).  Los actores más relevantes (por cantidad de apariciones) ad-intra son: La Dirección Provincial de la Vivienda, el Intendente y, en menor medida, el Consejo Deliberante de la ciudad. Es de notar que el Instituto Municipal de la Vivienda ha tenido una escasa intervención en la crónica periodística.

El Ente de la Reconstrucción no aparece como actor dentro de este sistema ya que, a los fines de este trabajo, se realizó un corte temporal en el seguimiento periodístico que no lo incluye.

Además, el SI Gobierno ha tenido relaciones con  el resto de los Sectores Institucionales, exceptuando al SI Comunitario, y ha sido el único SI relacionado con el SI Sindical.
Otro SI interesante por la cantidad de relaciones que genera es el denominado Académico, que de manera autónoma lo hace en un 15,2%. En este sector ha sido importante el aporte intelectual y organizacional para la resolución de problemas habitacionales, ya sea a través de Centros de Investigación de las diferentes Unidades Académicas de las Universidades e Institutos de Investigación de la ciudad (Ej.: Centro de Construcción de Viviendas UTN) como con la conformación del PROCIFE (Programa de Cooperación Interinstitucional frente a la Emergencia) que se vincula con el Gobierno y ONG´s. Dentro de la Universidad Nacional del Litoral también hay que mencionar   la RED AGORA que funciona como un  espacio de articulación con organizaciones no gubernamentales.

El SI Organizaciones No Gubernamentales aparece en un 7,6%, siendo el SI uno de los sectores que más vinculaciones presenta con otros SI: Gobierno, Vecinal y el Internacional. No olvidemos que algunas de las organizaciones no gubernamentales de este SI participan de la  RED AGORA de la Universidad Nacional del Litoral.

Para la coordinadora de Canoa cada gobierno local debería hacerse cargo de una verdadera planificación urbana, pensar la ciudad, eso le corresponde al básicamente al municipio, cosa que está totalmente ausente en la ciudad.

El SI Internacional adquiere un importante rol en la colaboración económica y de recursos humanos en el mejoramiento de la problemática habitacional. Los exponentes de este sector son La Cruz Roja (tanto la filial Argentina, como la Alemana), la Comunidad Europea, Naciones Unidas (UNICEF) y la CEPAL. Como SI autónomo ha aparecido en un 6,1% y se ha relacionado con los SI: Académico, Vecinal, Gubernamental y con el No Gubernamental. No hay registros con los SI Comunitario y Profesional.

El SI Profesional aparece un 4,5%, construyendo relaciones en un 1,5% con el SI Gobierno colaborando para la evaluación del estado de las viviendas afectadas tanto con la Dirección Provincial de la Vivienda como con el Instituto Provincial de Estadísticas y Censos (IPEC) y con la municipalidad de la ciudad.

El SI Comunitario, que participa de manera autónoma en un 3%, tiene relaciones con la Iglesia Católica (que participa principalmente a través de la Universidad Católica de Santa Fe) y la Agencia Adventista para el Desarrollo (que colabora en forma conjunta con la Universidad Tecnológica de Santa Fe y la Federación de Iglesias Adventistas).

La coordinadora del Área de Vivienda de Caritas manifestó un aspecto interesante de la manera en que la red de actores se fue construyendo como separadamente unos de otros, al consultarle sobre la relación con otras organizaciones de la sociedad santafesina expresó:

“No nada, como que cada una hizo su propio proyecto. Por ejemplo la Iglesia evangélica hizo sus casas en barrio La Tablada, tenían sus fondos y trabajan en sus propios proyectos… nosotros tuvimos contacto con el Instituto Municipal de la Vivienda y el área de Planeamiento para regularizar y nivelar los terrenos. Ahora está colaborando con los servicios públicos. Fuimos a hablar por el tema del Promeba, queríamos que llegue, pero nada”.

El SI Vecinal, aparece en un 3% autónomamente. Es necesario tener en cuenta que este sector representa a ciudadanos que fueron afectados en su vivienda (que puede ser una vivienda tipo Fonavi o no) por la inundación. Pero también son vecinos que manifiestan descontento con la reubicación territorial de los afectados. Aunque conforman más bien  una organización espontánea, han mantenido relaciones con el SI Académico, Gubernamental, Internacional y No Gubernamental.

Tabla Nº 3: Marco General de las relaciones de los SI  (N=66).
	Tipo de Relación
	Definición
	Porcentaje
	Contenido

	RIAs
	Relaciones Interactorales (Implica las relaciones entre actores de los SI (Académico, No Gubernamental, Internacional, Sindical, Vecina, Comunitario, Prensa y Empresarial)
	45,4%
	Las relaciones se centran en el intercambio de información y la colaboración en la construcción de lineamientos generales para la construcción de viviendas, aunque luego la ejecución de las actividades no necesariamente se hace en forma conjunta.

	RIG´s
	RIG´s (Implica entre actores del SI Gobierno )
	38,1
	Las relaciones son de tipo verticales y con un contenido de coordinación de políticas generales.

	RSI
	Relaciones entre Sistemas Institucionales
	16,5
	Existen canales formales para la construcción de canales de participación pero los acuerdos  no llegan a institucionalizarse.


	Total
	
	100
	


El SI Gobierno se posiciona como uno de los principales sectores, junto al SI Académico. Además,  éstos  han desarrollado la mayor cantidad de  relaciones con otros SI de la RED. Sin embargo, vale la siguiente aclaración: el actor principal (por cantidad de apariciones) dentro del SI Gobierno no es el Instituto Municipal de la Vivienda (que sólo tiene una (1) mención periodística), sino el Ejecutivo Local en la figura del Intendente.

El “Poder Ejecutivo Municipal” no ha aparecido, en términos generales, como “promotor” de la política sino como “receptor” de los lineamientos provinciales,  pudiendo esto obedecer a la escasez de: recursos financieros y humanos y/o de políticas municipales elaboradas desde el Instituto Municipal de la Vivienda. 

Es interesante rescatar respecto del rol en la política pública de los distintos niveles de gobierno algunas ideas expresadas por el Subsecretario de Planeamiento Urbano de la Municipalidad de Santa Fe quien indica: “A nivel de la ciudad el municipio tendría que tener la ingerencia de la localización territorial y fijar las pautas de desarrollo urbano. Decidir, esta zona tiene que crecer, esta zona no tiene que crecer en función de análisis territoriales urbanos. La Provincia es la que ejecuta la vivienda a través de la delegación nacional. Por más que se descentralice y esto tendría que tener un fuerte régimen de coordinación... lo que pasa es que es muy difícil la convergencia entre los distintos niveles de gobierno porque hay lógicas distintas, no realidades, sino lógicas.”

Por su parte el Concejal de la UCR, Jorge Henn comenta respecto a los roles del municipio en la política de vivienda santafesina: “Los urbanismos dicen una frase que no es tenida en cuenta por los políticos: Construir viviendas es construir ciudad. No se puede decir, bueno pongamos 300 o 200 viviendas en este lugar: ¿Hay servicios? ¿Cuáles están disponibles? ¿Qué posibilidad existe que las personas que van a esos planes de vivienda puedan generar mecanismos de sustentabilidad?”.

Esquema de la Política Pública de Vivienda en Argentina y en Santa Fe

	Situación Pre-descentralización

	FONAVI: Esquema altamente centralizado de la Gestión



	Nivel de Gobierno



	Nación- Secretaría de Estado de desarrollo urbano y vivienda


	Provincias

Dirección Provincial de la Vivienda 

Santa Fe

	Predominio del tipo de Rigs verticales entre la administración del FONAVI y los niveles subnacionales de gobierno.


	Situación Pos-descentralización : Años 90 Redefinición de la Gestión Habitacional



	Reestructuración del FONAVI  (Cambios)



	Nivel de Gobierno



	CREACION DE SISTEMA FEDERAL DE LA VIVIENDA

Fonavi – Organismos Provinciales y la ciudad de Buenos Aires  -Consejo Nacional de la Vivienda
	Provincias

Dirección Provincial de la Vivienda 

Santa Fe

Creación del Instituto Municipal de la Vivienda (1998)

	Predominio del tipo de Rigs verticales entre la administración del FONAVI y los niveles subnacionales de gobierno.

	Posibilidad de horizontalizar las RIGS e incorporar en la política pública a organizaciones de la sociedad Civil.


4)-Algunas ideas finales para reflexionar sobre lo trabajado.

El análisis de redes no supone que toda la relación deba concentrarla un solo actor;  por el contrario, intenta dar cuenta de la prominencia de los mismos en la red.  Lo que sí llama la atención es que en el marco de los supuestos teóricos de la descentralización, que asume al gobierno local como una instancia adecuada para la implementación de políticas públicas, éste adopte un papel residual frente al gobierno provincial.

Sabemos que el gasto que genera la obra pública puede exceder la capacidad financiera del municipio santafesino. Lo que intentamos decir es que, además de lo financiero, el gobierno local a través del IMV podría convertirse en una importante instancia de articulación social,  que permita desarrollar políticas habitacionales integrales. La cantidad de relaciones que ha establecido el SI Gobierno con el resto de los SI puede significar un buen comienzo.

El SI Gobierno, que configura ad-intra relaciones intergubernamentales, es como sector en sí mismo el que mayor apariciones condensa: sin embargo, en la sumatoria de las relaciones interactorales, de actores que conforman lo que podríamos denominar la “Sociedad Civil”, superan en cantidad al SI Gobierno. 

Por todo ello, podríamos sostener que la cuestión de la vivienda pública  se diluye en una dimensión mas fragmentada y amplia, como es la nueva forma que adquiere la cuestión urbana en el nuevo siglo que se inicia. La forma más evidente en que los procesos asociados a la globalización están afectando  las políticas habitacionales, es que éstas ya no son “políticas de vivienda”, sino políticas sociales
 y políticas urbanas; es decir políticas que demandan un abordaje definitivamente más centrado en lo local.

Las políticas sociales no pueden ser consideradas como un mero instrumento del Estado. Las políticas sociales son genuinamente tales, si son el resultado de la interacción entre el Estado y la sociedad civil. Y no se logra esa interacción social simplemente garantizando la supervivencia o la subsistencia de los ciudadanos. La política social no puede ser entendida simplemente como asistencia. La asistencia es parte de las políticas públicas, pero las políticas públicas no se pueden agotar en ella.
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� “Fue creada una Unidad Ejecutora municipal para la reconstrucción”: Dependerá en forma directa del Intendente. Tendrá por objetivo generar proyectos técnicos para la reconstrucción... El ejecutivo municipal dispuso a través del decreto 282 la creación de una Unidad Ejecutora de Recuperación, que dependerá directamente del Intendente y tendrá como máximo responsable al director del Instituto Municipal de la Vivienda....”. El Litoral 02 de Julio de 2003. Área Metropolitana.


� Este punto es permanentemente resaltado por los actores no gubernamentales entrevistados: Canoa, Los Sin Techo, Hábitat para la Humanidad, Cruz Roja filial Santa Fe, entre otros. Los espacios de discusión de la política habitacional pos inundación 2003 quedaron como espacios inconclusos, en los cuales la voluntad política superó la capacidad de concretar la política en acción participativa.


� Con financiamiento propio, de la provincia, la Nación y en algunos casos, de instituciones privadas, la Municipalidad ha construido y adjudicado desde el 2003 hasta ahora 530 módulos y viviendas en Loyola Norte, las Delicias, Altos del Valle, La Nueva Tablada y Los Chaqueños. Las unidades fueron edificadas a través de cooperativas de trabajo, sistema de autoconstrucción y llave en mano. Fuente: Diario El Litoral, Domingo 10 de Junio de 2007, Pág. 19.


� Las políticas sociales, además de contener la gestión de servicios sociales (salud, educación, previsión, vivienda etc.) y la implementación de acciones asistenciales (sobre la pobreza fundamentalmente) tienen que tender a desarrollar la capacidad de actores plurales y diversos de la comunidad para que, mediante procesos participativos, puedan ejercer sus derechos.


Las políticas públicas no pueden estar desligadas de la participación. Y esa participación tiene que ser, a la vez, proceso y resultado.


� Ibidem 8.
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